SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°040
                                                   RADICACIÓN:    66001220400020180019300


ACCIONANTE:  LUZ ADIELA MUÑOZ
CONCEDE AMPARO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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     Sentencia  – 1ª instancia – 28 de septiembre de 2018

Proceso:    
     Acción de Tutela 

Radicación:                66001220400020180019300

Accionante:                Luz Adiela Muñoz

Accionado:
Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Valledupar (C.),
Magistrado Ponente:  Jorge Arturo Castaño Duque
Temas:

   

 DERECHO DE PETICIÓN ANTE AUTORIDAD JUDICIAL A–Naturaleza-/PAZ Y SALVO DE PENAS O MEDIDAS DE ASEGURAMIENTO Y RECTIFICACIÓN DE LA INFORMACIÓN CONTENIDA EN LOS REGISTROS DE ANTECEDENTES PENALES Y/O ANOTACIONES SOBRE ÓRDENES DE CAPTURA Y SENTENCIAS VIGENTES/ NORMATIVA/ PRECEDENTE JURISPRUDENCIAL/ NO HUBO RESPUESTA DE FONDO/ CONCEDE

En esas condiciones, se puede inferir que todavía persiste la vulneración del derecho fundamental de petición, en tanto la señora LUZ ADIELA MUÑOZ no ha visto resuelta su pretensión, como quiera que por parte del juzgado accionado no se ha cumplido el deber de responder la solicitud que en forma respetuosa fue presentada por la tutelante, con lo cual se afecta su derecho fundamental de petición, cuyo amparo se dispondrá.

En consecuencia, se le ordenará al Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia proceda a dar respuesta de fondo, clara y congruente a lo requerido por la accionante mediante solicitud recibida en ese despacho en agosto 3 de 2018.
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                                                 RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, veintiocho (28) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N°880
                                                 Hora:1:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por LUZ ADIELA MUÑOZ contra el Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Valledupar (C.), al considerar vulnerado su derecho fundamental de petición.     

2.- SOLICITUD 

Lo narrado por la accionante en el escrito de tutela se puede sintetizar así: (i) en agosto 02 de 2018 por correo certificado envió derecho de petición al Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., en el cual solicitó paz y salvo de penas o medidas de aseguramiento y rectificación de la información contenida en los registros de antecedentes penales y/o anotaciones sobre órdenes de captura y sentencias vigentes, toda vez que en el proceso tramitado en su contra se declaró la extinción desde agosto 30 de 2007; y (ii) el citado requerimiento fue recibido en el despacho accionado el 03 siguiente, tal como consta en la página web de la empresa de encomiendas al consultar el número de guía; sin embargo, al momento de presentar esta acción no ha recibido respuesta sobre lo pedido, con lo cual se vulnera su derecho fundamental de petición, al sobrepasar los términos establecidos en el artículo 14 de la Ley 1755/15.
Con fundamento en lo anterior, solicita se ampare el derecho fundamental afectado; y, en consecuencia, se ordene al juzgado accionado que dentro de las 48 horas siguientes a la notificación del fallo, proceda a resolver de fondo su petición. Subsidiariamente, solicita se ordene lo pertinente para garantizar el restablecimiento de su derecho.
3.- CONTRADICTORIO
Esta Corporación corrió traslado de la acción constitucional al Juzgado accionado, cuya titular indicó que las diligencias a las que hace referencia la tutela se encuentran en archivo definitivo y consultado en el aplicativo siglo XXI lo pertinente, se pudo establecer que ese despacho vigiló la ejecución de la sentencia emitida por el Juzgado Octavo del Circuito en lo Penal de Panamá en diciembre 28 de 2000 contra la accionante, al hallarla responsable del punible de infracción a la Ley 30/86. De igual forma, que en proveído de agosto 30 de 2007 se decretó la extinción de la pena y el archivo definitivo, y mediante paquete 474 se le dio salida por el Centro de Servicios.
Así mismo, señala que en auto de septiembre 24 de 2018 se ordenó el ocultamiento del proceso en esa especialidad, por lo que no se encuentra ninguna petición pendiente por resolver, y, en consecuencia, solicita se niegue el amparo.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1382/00, este último modificado por los Decretos 1069/15 y 1983 de 2017.
5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en el este evento violación a los derechos fundamentales de la actora; en caso afirmativo, cuál es la actuación que debe realizar el despacho accionado, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso, la señora LUZ ADIELA ADIELA MUÑOZ concurre ante el juez constitucional, con el fin de lograr que por parte del Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C. se dé respuesta de fondo a la petición elevada por ella ante ese juzgado, la cual fue recibida en agosto 03 de 2018, y en la cual solicitó paz y salvo de penas o medidas de aseguramiento y rectificación de la información contenida en los registros de antecedentes penales y/o anotaciones sobre órdenes de captura y sentencias vigentes, toda vez que en el proceso tramitado en su contra se declaró la extinción desde agosto 30 de 2007.
Debe indicarse en primer lugar, que la presunta omisión en la que se asegura incurrió el despacho accionado tiene relación con el derecho fundamental de petición. Al respecto la jurisprudencia constitucional ha establecido:

“[…] el trámite de las peticiones ante las autoridades judiciales son de dos tipos, las de asuntos administrativos cuyo trámite debe darse en los términos del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución y el Código Contencioso Administrativo, dentro de las cuales se pueden mencionar la solicitud de copias; y las de carácter judicial o jurisdiccional, que deben tramitarse de conformidad con los procedimientos propios de cada juicio, por lo que la omisión del funcionario judicial en resolver las peticiones formuladas en relación con los asuntos administrativos constituirán una vulneración al derecho de petición, en tanto que la omisión de atender las solicitudes propias de la actividad jurisdiccional, configuran una violación del debido proceso
 y del derecho al acceso de la administración de justicia,
 en la medida en que dicha conducta, al desconocer los términos de ley sin motivo probado y razonable, implica una dilación injustificada
 dentro del proceso judicial, la cual está proscrita por el ordenamiento constitucional (C.P., Arts. 29 y 229).” 

Igualmente ha señalado la Corte Constitucional
, que cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una contestación dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la petición, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión así producida
.  
Así mismo, la Ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para dar respuesta a las solicitudes, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el asunto sometido a estudio, se aprecia que le asiste razón a la señora LUZ ADIELA MUÑOZ al instaurar la tutela, porque en efecto el juzgado accionado a la fecha de interposición de la acción constitucional -septiembre 18 de 2018- y hasta la actualidad no se ha pronunciado sobre la petición elevada por ella, pues no obstante haber indicado en su respuesta que mediante auto de septiembre 24 de 2018 ordenó el ocultamiento al público de la ficha técnica del proceso que se adelantó en su contra, conforme lo pedido por su defensor, se advierte que lo dispuesto no corresponde a lo solicitado en su requerimiento, aunado a que tampoco se tiene constancia que le haya sido notificada esa decisión.
De conformidad con lo narrado por la actora, sin que fuera objeto de controversia por la titular del Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., se concluye que su interés es obtener paz y salvo y actualización en las bases de datos de antecedentes, anotaciones y órdenes de captura, toda vez que según afirma, la sentencia aún figura como vigente pese a haberse decretado la extinción.
En esas condiciones, se puede inferir que todavía persiste la vulneración del derecho fundamental de petición, en tanto la señora LUZ ADIELA MUÑOZ no ha visto resuelta su pretensión, como quiera que por parte del juzgado accionado no se ha cumplido el deber de responder la solicitud que en forma respetuosa fue presentada por la tutelante, con lo cual se afecta su derecho fundamental de petición, cuyo amparo se dispondrá.

En consecuencia, se le ordenará al Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia proceda a dar respuesta de fondo, clara y congruente a lo requerido por la accionante mediante solicitud recibida en ese despacho en agosto 3 de 2018.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental de petición, del que es titular la señora LUZ ADIELA MUÑOZ.
SEGUNDO: SE ORDENA al Juzgado Noveno de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., que dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia, proceda a dar respuesta de fondo, clara y congruente a lo pedido por la señora LUZ ADIELA MUÑOZ en el derecho de petición recibido en ese despacho en agosto 03 de 2018.
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado, remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
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